	 

	En la ciudad de Mendoza a los ocho días del mes de agosto de dos mil once, reunidos en la Sala de Acuerdos de esta Excma. Cuarta Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas, de Paz y Tributario, los señores Jueces titulares, trajeron a deliberación para resolver en definitiva los autos Nº 33.145/150.960  caratulados "F., E. D. C/PROVINCIA DE MENDOZA  P/DAÑOS Y PERJUICIOS", originarios del Tercer Juzgado Civil, Comercial y Minas de la Primera Circunscripción Judicial, venido al Tribunal en virtud del recurso de apelación planteado a fojas 382 en contra de la sentencia de fojas 369/376.- 

Practicado a fojas 435 el sorteo establecido por el Art. 140 del Código Procesal Civil, se determinó el siguiente orden de votación: Leiva, Ábalos, Sar Sar.- 

De conformidad con lo ordenado en el art. 160 de la Constitución Provincial, se plantearon las siguientes cuestiones a resolver: 

PRIMERA CUESTIÓN: 

¿ES JUSTA LA SENTENCIA APELADA? 

SEGUNDA CUESTIÓN: 

COSTAS. 

SOBRE LA PRIMERA CUESTIÓN, EL SR. JUEZ DE CÁMARA, DR. CLAUDIO F. LEIVA DIJO: 

I.- Que vienen estos autos a la alzada en virtud del recurso de apela-ción interpuestos a fojas 382 por el actor E. F. contra la sentencia de fojas 369/376, que rechaza la demanda de daños y perjuicios promovida por su parte contra la Provincia de Mendoza. 

A fojas 389 la Cámara ordena expresar agravios al apelante por el plazo de ley (Art. 136 
del C.P.C.). 

II.- Que a fojas 390/400 el Dr. Héctor Eduardo Madeo, por el actor, expresa agravios; tras reseñar los antecedentes de la causa, señala que el día jueves 01/08/2.002 siendo las 19.45 hs. el actor fue detenido en la Comisaría N° 40  por comunicación de la Sra. Fiscal Correccional, quien ordenó verbalmente el examen psicológico por el cuerpo Médico Forense y su consiguiente internación en el Hospital El Sauce.Agrega que el día viernes 02/08/2.002 a las 12.45 hs. Ya teniendo conocimiento la Sra. Fiscal Correccional de la situación legal del actor ordenada por ella - detención y examen médico - al actor se le practica examen psiquiátrico por la guardia del Cuerpo Médico Forense, donde se aconseja su internación en el Hospital El Sauce, dejando constancia que la medida debe ser ordenada por el magistrado interviniente; que este examen médico sólo lo suscribe el Dr. Crocco. 

Alega que sin orden de autoridad competente, sin ser inimputable, y sin examen de dos peritos, esa internación se materializó el mismo día viernes, contrariando las disposiciones del Código Procesal Penal; que la internación duró 4 días, dándosele el alta el día lunes 05/08/2.002 a las 14 horas, sin orden judicial. 

Afirma que la Sra. Fiscal interviniente después de que el Sr. F. fue internado y dado de alta se aboca a la causa, para fecha 06/08/2.002, teniendo pleno conocimiento de su estado procesal e internación sufrida, sin que posea el actor hasta esa fecha y privado de su libertad, defensor alguno ni tutor ni curador en resguardo de sus derechos; que recién en fecha 07/08/2.002 se pone en conocimiento del actor la imputación en su contra y el ejercicio del derecho de defensa; que recién el 24/04/2.003 judicialmente toma conocimiento el Sr. Juez Correccional, quien advirtiendo el grosero error procedimental, vuelve en vista al Ministerio Público para que se expida a tenor de lo aconsejado por el Cuerpo Médico Forense.  

Entiende que de las constancias de autos surge que el actor no posee enfermedades mentales, ni es alcohólico ni toxicómano, por lo que se descarta de plano la configuración de la situación prevista en el art.482 
del Código Civil, erradamente aplicada por el juez de grado; que de este relato surge que los policías nunca pusieron de inmediato conocimiento al juez, tal como lo establece la normativa de fondo y que la ley no habla de fiscal para configurar la actuación de la policía. 

Concluye que en razón de la omisión indicada y abuso funcional de todos los funcionarios públicos actuantes en la causa se produjo el concreto hecho de privárselo al actor de su libertad ambulatoria en forma ilegítima y arbitraria; sostiene que el daño se produjo por la errónea aplicación del art. 316 del C.P.P., que regula las medidas de seguridad provisional, que requiere el dictamen de dos peritos. 

III.- Que a fojas 401 la Cámara dispone correr traslado a la contraria de la expresión de agravios por el plazo de ley (Art. 136 del C.P.C.). 

A fojas 412/416 el Dr. Eliseo Joaquin  Vidart, por Fiscalía de Estado, contesta el traslado conferido, solicitando por las razones allí indicadas el rechazo del recurso intentado. 

IV.- Que a fojas 434 se llama autos para sentencia, practicándose a fojas 435 el correspondiente sorteo de la causa.  

V.- Síntesis de los antecedentes de la causa: Según surge del escrito inicial de fojas 64/65 el actor D. E. F. reclamó la suma de $ 30.000 o lo que en más o en menos resulte de la prueba a rendirse en autos, contra la Provincia de Mendoza; sostuvo que para fecha 01/08/2.002 concurrió a visitar a su hija Paola Graciela F., situada en el Barrio La Estanzuela M 31 C 35 de Godoy Cruz, y que posteriormente llegó su otra hija Johana Luciana F. con su ex esposa María Teresita Cura Flores; que, en ese momento, se produjo una discusión con ellas, y ante ello se dirigió a la Comisaría de la Estanzuela N° 40 a fin de proceder a realizar la denuncia; que en forma coetánea, la Sra.Cura interpuso denuncia en la misma Comisaría, siendo detenido y llevado al Destacamento Policial Cabo Cuello, donde fue alojado y posteriormente para fecha 02/08/2.002 se le practicó examen psi-quiátrico en el Cuerpo Médico Forense; que desde allí fue trasladado en calidad de detenido e internado al Hospital El Sauce, donde ingresa siendo las 14,20 hs. del viernes 02/08/2.002. 

Alegó que no existió orden judicial del juez competente para determinar y ordenar su detención e internación en dicho nosocomio, contrariando todo el ordenamiento jurídico; que se lo privó ilegítimamente de su libertad ambulatoria, que los policías y demás funcionarios públicos obraron en forma ilícita, arbitraria e ilegítimamente en contra de su persona; indicó que durante los cuatro días que permaneció internado no sólo su integridad, honor y dignidad  fueron menoscabados, sino que tuvo que padecer malos tratos y situaciones denigrantes. 

Reclamó la suma de $ 30.000 en concepto de daño moral y psicológico, sujetando este monto a lo que en más o en menos resultara de la prueba a rendirse; fundó en derecho y ofreció prueba. 

A fojas 101/104 Fiscalía de Estado contestó demanda; tras la negativa de hechos de rigor, alegó que no ha existido daño para el actor con su internación, ya que de los estudios que se le realizaron en el Cuerpo Médico Forense, como en el Hospital el Sauce, el actor presentaba una personalidad explosiva, revistiendo riesgo para sí y para terceros, aconsejándose su internación; sostuvo que en el expediente penal no hay constancia alguna que indique el actor no haya consentido su internación o que haya interpuesto recursos judiciales contra la misma. 

La sentencia de fojas 369/376 rechazó la demanda, con los siguientes argumentos: a) En su demanda, el accionante no ha objetado en ningún momento la pericia practicada por el Cuerpo Médico Forense, lo que pretende hacer extemporáneamente, en la etapa de alegatos.Ello así, la seriedad y validez del informe pericial son hechos que no integran la litis; por otra parte, del informe que corre agregado fojas 353 de autos, surge que la internación duró desde el día 2/8/02 hasta el día 5/8/02 en que se le da el alta médica, surgiendo del oficio remitido al Juzgado de Familia -que en copia obra a fojas 354- que durante los días de internación no se producen trastornos ni desbordes conductuales, dándosele el alta médica, con el compromiso de realizar tratamiento ambulatorio, concurriendo al Hospital el 12/8/02 para control, ajustándose la medicación; c) La parte accionante polemiza solamente en la demanda sobre el accionar de la policía y no sobre el judicial, por lo que focalizaremos el análisis en las normas que aquélla debe observar, para luego determinar si se ajustó o no a la misma; e) En materia de internaciones por razones psiquiátricas existen varios dispositivos legales que las regulan. Conforme al art. 316 del C.P.Penal (ley vigente al momento de los hechos del caso), cuando es presumible, en base a un informe de peritos, que el  imputado, al momento de cometer un delito, padece alguna enfermedad mental que lo hace inimputable, puede ordenarse provisionalmente su internación en un establecimiento especial; asimismo, el art. 482 del Código Civil  prevé: "Las autoridades policiales podrán disponer la internación, dando inmediata cuenta al juez, de las personas que por padecer enfermedades mentales, o ser alcoholistas crónicos o toxicómanos pudieren dañar su salud o la de terceros o afectaren la tranquilidad pública. Dicha internación sólo podrá ordenarse, previo dictamen del médico oficial" (Párrafo incorporado por art. 1° 
de la Ley N° 17.711 B.O.26/4/1968.); f) Como surge de la norma, la Policía se encuentra facultada para disponer la internación si media dictamen del médico oficial que aconseje la misma para protección de la persona afectada por una enfermedad mental, cuando por el estado en que se encuentre pueda temerse que se cause daño a sí mismo o a terceros. Luego, debe dar inmediata cuenta al magistrado interviniente; pues bien, en el sublite, el personal policial actuó de acuerdo a la previsión normativa e inclusive fue más allá, puesto que no dispuso directamente la internación, sino que obró  por orden directa de la titular de la 2º Fiscalía Correccional que intervenía en el proceso. A más de ello, luego de cumplida la internación (que fue aconsejada por el Cuerpo Médico Forense), la Policía la puso en conocimiento de la magistrada interviniente; el Código Procesal Penal  (ley 1.908) dispone en su art. 189, entre los deberes - facultades de la Policía, que debe ésta investigar los delitos  e "impedir que los cometidos sean llevados a consecuencias ulteriores" y el art. 192 autoriza  a "aprehender al presunto culpable" (inc. 7º) y a "usar la fuerza pública en la medida de la necesidad" (inc. 9º). El art. 194 dispone que los Oficiales de la Policía "comunicarán inmediatamente al Agente Fiscal los hechos delictuosos de que tengan conocimiento"; g) toda esta normativa ha sido respetada por el per-sonal policial que intervino en la detención del actor, ya que frente a la denuncia de lesiones y amenazas, era deber de los policías tomar las medidas conducentes a la aprehensión de la persona presuntamente culpable (art. 192 citado y art.11º ley 6.722). Además, el uso de la fuerza pública se justificaba en función del estado de descontrol físico y verbal en que el actor se encontraba, no sólo en el momento de hacerse presente en la Comisaría, sino desde antes, al hacerse presente  personal policial en el lugar de los hechos, tal como se describe en el acta de procedimiento (fojas 1 vta. del expediente penal); h) En general, la responsabilidad del Estado emerge por cumplir los funcionarios  de una manera irregular las obligaciones legales impuestas a su cargo, según el art. 1112 
del Cód. Civil. Por ello se sostiene que dicha responsabilidad siempre existe, sea que se acojan los principios de la culpa indirecta, sea que se acojan los de la falta de servicio en base a la responsabilidad directa (arts. 1112 y 1113 Cód. Civil); i) en caso de que se en-tendiera que está comprendida en el cuestionamiento genérico efectuado cuando alude a "funcionarios públicos", debemos puntualizar que el art. 62(ref21810.62) del C.P.P. prescribe que el Ministerio Público "promoverá y ejercitará la acción penal..., dirigirá la policía judicial y practicará la información sumaria previa a la citación directa" y el art. 66 
del mismo cuerpo legal prescribe que "en el ejercicio de sus funciones, el Ministerio Público dispondrá de los poderes acordados al Juez por el art. 117"; esto significa que las instrucciones impartidas por el Ministerio Público a la Policía, lo han sido en el ejercicio de los poderes legalmente conferidos. 

VI.- Consideraciones generales sobre la responsabilidad del Estado: Siguiendo a prestigiosa doctrina y jurisprudencia, aún cuando puedan observarse que en materia de responsabilidad del Estado existen algunos principios específicos, ello  no impide la aplicación a estos supuestos de la normativa del derecho común.Así, en consecuencia, puede hablarse de la construcción de un único Derecho de Daños que tiene principio comunes, más allá de quién resulte ser el sujeto responsable, si el Estado o los particulares, sin perjuicio de señalar en determinados supuestos excepciones a dichos principios generales. (MOSSET ITURRASPE, Jorge, "Responsabilidad por daños", Responsabilidad del Estado, Santa Fe, Rubinzal Culzoni Editores, 2.004, Tomo X, pág. 38 y sgtes.; puede verse: CASSAGNE, Juan Carlos - LUQUI, Roberto Enrique - PIZARRO, Ramón, "Responsabilidad del Estado", LA LEY 27/06/2011, 3). 

El fundamento actual de la responsabilidad del Estado no es otro que el Estado de Derecho y sus postulados, cuya finalidad es proteger al derecho. Los postulados aludidos resultan y surgen de la C.N., como así de las generosas expresiones de su preámbulo y de ciertos principios generales del derecho (no dañar a otro, dar a cada uno lo suyo), la expropiación por causa de utilidad pública, la igualdad ante las cargas públicas, etc. (CNac. Fed.Civil y Com., Sala II, 5/7/88, "Astilleros hernán Cortes S.A. c/Gob. Nacional", LA LEY 1.989-A, 280). 

En las XIX Jornadas Nacionales de Derecho Civil, realizadas en 1999 en Rosario, se llegó a las siguientes conclusiones: "a) El Estado responde por los daños derivados de las actividades lícitas o ilícitas de sus tres poderes y por el riesgo o vicio de las cosas de las que sea propietario o guardián; b) La responsabilidad del Estado se sustenta en los principios constitucionales del Estado de Derecho; c) La obligación de reparar del Estado se rige por el Derecho común, salvo que exista norma específica; d) La responsabilidad del Estado por el actuar de sus órganos es directa y objetiva." 

b) Ahora bien, la responsabilidad del Estado puede ser directa o indirecta. 

Es directa cuando proviene de la conducta o acto de un órgano estatal. (Art. 43 
del Código Civil), debiendo distinguirse:a) En el ámbito de la responsabilidad por actos lícitos, el factor de atribución es la desigualdad en la distribución de las cargas públicas. (Art. 16 
, Constitución Nacional); b) En el ámbito de la responsabilidad por actos ilícitos, los factores de atribución son los mismos que en el ámbito privado (culpa, dolo, riesgo, equidad, garantía, etc.); c) La "faute de service" es un factor objetivo pues se prescinde la culpa como elemento relevante de la responsabilidad, que implica la innecesariedad de identificar al dependiente o al órgano que ha incurrido en culpa. Sólo se requiere la prueba de que el servicio falló, que, a veces, surge in re ipsa. 

Es indirecta cuando proviene de la conducta de un dependiente no re-presentativo del Estado. (Art. 1.113, 1° parte del Código Civil) Cuando la responsabilidad del Estado es indirecta, el factor de atribución al Estado es objetivo, cualquiera que fuera respecto del dependiente y la responsabilidad es inexcusable. 

Asimismo, la responsabilidad del Estado puede ser contractual o extracontractual; la primera tiene lugar cuando el Estado viola una obligación preexistente frente a su deudor, en tanto que la segunda se produce cuando el Estado viola el deber general de no dañar (alterum non laedere). 

c) En cuanto a la función judicial, se definen los cometidos del órgano judicial, en particular del magistrado, cuya misión fundamental es la realización del interés superior de la comunidad que se plasma en el cumplimiento, por parte de los magistrados, de la misión de decir el derecho vigente y aplicable a los supuestos fácticos alegados por las partes. Esto tiene un notable valor, ya que de una correcta apreciación de lo que debe hacer el juez, se puede determinar si éste obró con falta de servicio o no. Si se tiene una noción clara de las funciones que debe desplegar la autoridad judicial, rápidamente se puede detectar si hubo o no falta de servicio.En este caso, se dice claramente, el juez debe decir el derecho conforme al derecho vigente. 

Respecto de los límites que existen para que el órgano judicial responda,  cabe decir que las sentencias y demás actos judiciales, en tanto resuelven un conflicto son ajenos al resarcimiento derivado de la responsabilidad que incumbe al Estado por su actividad lícita, salvo que los magistrados incurran en un error inexcusable o dolo en la prestación del servicio de justicia, o sea ejerciten irregularmente el servicio prestado, el Estado no resulta obligado a reparar los daños ocasionados que deben ser soportados por los particulares, pues son el costo inevitable de una adecuada administración de justicia. 

Por error judicial, se entiende aquel que —motivado por culpa o negligencia— es concebido como todo acto judicial ilícito o contrario a la ley ejecutado por el juez, sea por acción u omisión, que resulte objetivamente contradictorio con los hechos de la causa o con el derecho y la equidad, desviando la solución del resultado justo al que naturalmente debió llegar. 

El "error judicial" que genere consecuencias perjudiciales que no han logrado hacerse cesar por efecto, de los medios procesales ordinariamente previstos a ese fin en el ordenamiento responsabiliza al Estado cuando el acto jurisdiccional que origina el daño sea declarado ilegítimo y dejado sin efecto ya que los daños anormales significan para el titular del derecho un verdadero sacrificio desigual que no tiene la obligación de tolerar sin reparación. Ello así conforme a la garantía del art. 17 
de la Constitución Nacional. 

De lo cual se deriva, que la responsabilidad del Estado por actividad judicial, el principio básico que la rige en el ámbito penal pone el acento en que el mero hecho de que un procesado sea detenido y luego absuelto no determina de por sí la responsabilidad del Estado por sus actos legítimos.Para que proceda el resarcimiento de los daños ocasionados es indispensable, entre otras cosas, que el acto sea declarado ilegítimo y dejado sin efecto. 

Debe añadirse que la aplicación de la doctrina creada por la Corte Su-prema con relación a la posibilidad de responsabilizar al Estado por el error judicial en causas civiles, ha sido expresamente admitida por el Alto Tribunal exigiendo análogos requisitos que los establecidos respecto a cuestiones de derecho penal. 

Por último, la falta de servicio es explicada, siguiendo la tradicional doctrina de la Corte, la que expresó que el Estado resulta responsable principal y directo de las consecuencias dañosas que acarree la actividad de los órganos o funcionarios que de él dependen, realizada para el desenvolvimiento de los fines de las entidades a las que pertenecen. También se destacó que la idea objetiva de la falta de servicio encuentra fundamento en la aplicación subsidiaria del art. 1112 del Cód. Civil que establece un régimen de responsabilidad por los hechos y las omisiones de los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, por no cumplir sino de una manera irregular las obligaciones legales que les están impuestas. (BARRAZA, Javier Indalecio - BARRAZA, Luis Gerónimo, "Responsabilidad del estado por error judicial", LA LEY 2006-B, 182) 

VII.- Un precedente que guarda analogía con el caso a resolver: 

Que, en la jurisprudencia reciente, se registra un precedente que guarda analogía con el presente caso; en el mismo, una persona, que fue internada en virtud de una orden judicial por padecer una patología psiquiátrica, interpuso una acción de daños y perjuicios contra el Estado Nacional fundada en la falta de servicio en el actuar de la magistrada. El juez de primera instancia rechazó la demanda, por considerar que la internación no fue injustificada, ni nociva para la paciente.La Cámara afirmó: a) "Cabe rechazar la demanda de daños y perjuicios deducida contra el Estado Nacional en virtud de la internación de la actora dispuesta por orden judicial -en el caso, padecía una patología psiquiátrica-, toda vez que no se encuentra acreditado que el actuar de la magistrada haya sido impropio, malicioso, temerario o claramente ilegítimo"; b) "Es improcedente la acción de daños y perjuicios incoada contra el Estado Nacional por quien fue internada por orden judicial -en el caso, padecía una patología psiquiátrica-, en tanto no logró demostrar cual ha sido el perjuicio concreto que ha debido soportar y qué relación guardaría éste con la internación, máxime cuando se le dispensó el tratamiento médico respectivo para el tipo de patología que padecía"; c) "Corresponde no hacer lugar a la demanda de daños y perjuicios iniciada contra el Estado Nacional por quien fue internada por orden judicial -en el caso, padecía una patología psiquiátrica-, ya que no existió falta de servicio por parte del demandado, en tanto la actora no recurrió de ningún modo y por ninguna de las vías procesales posibles el auto que dispuso su internación"; d) "El Estado Nacional no incurre en una prestación irregular del servicio de justicia, si la internación de la actora dispuesta por orden juidicial -en el caso, padecía una patología psiquiátrica- se fundó en elementos objetivos -dictámenes médicos- que convencieron a la magistrada actuante de la existencia de un peligro derivado del estado patológico de aquella". (Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contenciosoadministrativo Federal, sala IV, 09/08/2005, "S. de B., M. del C. c. Estado Nacional", LA LEY 2006-B , 182).   

Este caso llegó a la Corte de la Nación; por mayoría, se desestimó el recurso extraordinario por aplicación del art. 280 
del C.P.C.C.N.; en disidencia, los Dres. Lorenzetti, Fayt y Petracchi sostuvieron:a) "Corresponde revocar la sentencia que rechazó la demanda de daños y perjuicios iniciada contra el Estado Nacional por falta de servicio en el actuar de una magistrada y otros funcionarios judiciales en una causa en el que se ordenó la internación psiquiátrica transitoria de la actora, si omitió el examen de extremos vinculados a la referida actuación -derivados, especialmente, de la superficialidad de los informes periciales y de la demora en la oportuna externación aconsejada por las autoridades médicas- que demuestran la existencia de un obrar contrario a las previsiones normativas locales e internacionales que rigen el caso y, por lo tanto, ocasionan un grave perjuicio"; b) "Resulta comprometida la res-ponsabilidad del Estado -art. 1112 del Cód. Civil-, si se acredita, que se propició una internación involuntaria innecesaria, sin intentar un tratamiento voluntario alternativo, lo que vulnera el principio que establece que todo paciente tiene derecho a ser tratado y atendido, en la medida de lo posible, en la comunidad en que vive -Principio 7, inciso 1 de los Principios de Salud Mental-, y además se conculcaron las garantías procesales mínimas de la paciente, en especial el derecho a apelar la resolución que dispuso su internación y el derecho a un defensor que la representara -Principio 18 incisos 1 y 5 de los Principios de Salud Mental y ley 22.914 
-"; c) "Para sustraer a una persona su derecho a la libertad basándose -como en el caso- en sus supuestas alteraciones mentales, deben respetarse a ultranza los principios de legalidad -causas tipificadas legalmente- y de no arbitrariedad, pues, la afectación de la libertad debe resultar compatible con las ideas de razonabilidad, previsibilidad y proporcionalidad y desde esta perspectiva se debe analizar, en cada caso en particular, si la decisión judicial que dispone o ratifica una internación forzada tiene sustento en la ley vigente, y si en tal circunstancia se cumple con los principios antes aludidos"; d) "Si bien la normativa actual aplicable -ley 22.914- constituye un instrumento adecuado para el amparo jurisdiccional de los derechos de los pacientescon padecimientos mentales, muchas decisiones judiciales que disponen internaciones forzosas -o que las ratifican- son incompatibles con nuestro ordenamiento jurídico, ya que, en algunos casos, tienen como fundamento legal dictámenes médicos ambiguos, estandarizados y meramente clasificatorios, concretados luego de fugaces entrevistas con el afectado y no se solicita un dictamen médico legal independiente sobre la salud mental del paciente ni sobre la incidencia de circunstancias no médicas, ni se producen pruebas extrapericiales admisibles, tendientes a ilustrar a los jueces acerca de la situación real y actual de la persona afectada"; e) "Tratándose de una internación psiquiátrica, una de las obligaciones trascendentales del magistrado interviniente es la de promover la externación oportuna, ya se trate de una internación voluntaria o de urgencia, razón por la cual debe adoptar, consecuentemente, todas las medidas a su alcance para que el período de reclusión institucional se limite al tiempo indispensable requerido por las necesidades terapéuticas y la seguridad del internado y de terceros". (Corte Suprema de Justicia de la Nación, 01/09/2009, "S. de B., M. del C. c. Ministerio de Justicia - Poder Judicial - Estado Nacional", RCyS 2009-X, 120 - RCyS 2009-XI , 41, con nota de Alejandro Dalmacio Andrada; DFyP 2009 (noviembre) , 267, con nota de Magdalena B. Giavarino; DFyP 2009 (diciembre) , 285, con nota de María Isabel Benavente) 

VIII.- Solución del presente caso: Que el recurso de apelación in-terpuesto a fojas 382 debe ser desestimado, conforme paso a exponer a conti-nuación: 

a) Está claro que, como lo destaca la sentencia apelada, los daños que puedan resultar del procedimiento empleado para resolver la contienda, si no son producto del ejercicio irregular del servicio, deben ser soportados por los particulares, pues son el costo inevitable de una adecuada administración de justicia.(BUSTAMANTE ALSINA, Jorge, "Responsabilidad del Estado por "error judicial" (El auto de prisión preventiva y la absolución)", LA LEY 1996-B, 311-Responsabilidad Civil Doctrinas Esenciales Tomo IV, 1301, comentario a la sentencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (CS), 1995/10/19, "Balda, Miguel A. c. Provincia de Buenos Aires"). 

b) De las actuaciones penales tramitadas en los autos N° 33.145 caratulados "F. c/F., D. E. p/Les. Calif. Y Amenazas", surge que en fecha 05/08/2.002, conforme al acta de procedimiento obrante a fojas 1, la Sra. María Teresita Cuta Flores formula denuncia junto a su hija Yohana Luciana F. Cura en contra del Sr. D. E. F., ex esposo y padre, respectivamente, de las personas señaladas, por lesiones y amenazas. 

Allí mismo, atestigua la Sra. María Laura Muñoz Fernández, que da cuenta que el Sr. F. "estaba enloquecido, fuera de sí, de sus cabales"; se deja constancia que al llegar a la Comisaría, el actor "se ofusca y enloquece, agrediendo físicamente al personal no lesionando a ninguno de los que se encontraba en ese momento en la dependencia..." 

En el acta de procedimiento, se deja constancia de la comunicación mantenida con la Fiscal Correccional en turno, ordenándose la detención por 24 hs., hasta ser evaluado por el Cuerpo Médico Forense, y de ser necesario, inter-nado para resguardo de la víctima y de la integridad física del denunciado. 

A fojas 02/03 se agregan las constancias de atención médica en el Centro de Salud N° 168 del Barrio La Estanzuela de Godoy Cruz, de las Sra. Johana F. y María Cura Flores; el certificado de fojas 03 da cuenta de las escoriaciones en el dedo anular derecho e izquierdo que presentaba la Sra. Cura Flores. 

A fojas 06 se agrega el informe elaborado por personal del Cuerpo Médico Forense a partir del examen psiquiátrico practicado al Sr. F., in-dicándose que presenta una personalidad anormal explosiva, recomendándose la internación en el Hospital El Sauce.Este informe es suscripto por el Dr. Alfredo Crocco, médico psicopatólogo. 

El alta se produce el día 05/08/2.002; según fojas 13/18 del expediente penal, el Sr. F. en fecha 07/08/2.002 presta declaración indagatoria en sede penal. 

c) Que, conforme a las constancias de la causa penal, precedentemente reseñadas, considero que la medida de internación provisional en el Hospital El Sauce fue adoptada legítimamente, para seguridad del propio denunciado, aquí actor; es decir, esa medida se justificaba en función del estado de desequilibrio en que se encontraba el Sr. F.; en tal situación, éste no sólo representaba un peligro para los demás, sino para sí mismo. 

El estado del actor se describe en el informe psiquiátrico elaborado por el Dr. Crocco en el Cuerpo Médico Forense en fecha 02/08/2.002, obrante a fojas 6 del expediente penal, que, además, sugería la internación del sujeto. 

A ello agrego que a fojas 74/91 obra la historia clínica del actor en el Hospital El Sauce; allí se indica como diagnóstico "distimia, disfunción familiar, rasgos personalidad dependiente autorreferencial, hipertensión arterial y obesi-dad"; en el formulario de internación y alta, se deja constancia de que el Sr. F. ingresa con diagnóstico presuntivo de personalidad anormal explosiva, por emergencia; como plan de externación, el día 05/08/2.002 se señala derivación a control externo para el día 12/08/2.002; a fojas 80 se hace constar que el paciente concurrió a control médico el día 12/08/2.002, tal como se había recomendado. 

A partir de estas circunstancias fácticas, debo decir que acierta la juez de grado cuando menciona el art.482 del Código Civil aplicable al caso, aunque sea, de modo analógico; así, este artículo establece en su primer párrafo que "el demente no será privado de su l ibertad personal sino en los casos en que se ha de temer que, usando de ella, se dañe a sí mismo o dañe a otros. No podrá tampoco ser trasladado a una casa de dementes sin autorización judicial" (en su anterior redacción). 

La ley 17.711 agregó dos párrafos a este artículo: "Las autoridades policiales podrán disponer la internación dando inmediata cuenta al juez, de las personas que por padecer enfermedades mentales, o ser alcoholistas crónicos o toxicómanos, pudiesen dañar su salud o la de terceros o afectaren la tranquilidad pública. Dicha internación sólo podrá ordenarse, previo dictamen del médico oficial"; además, "a pedido de las personas enumeradas en el artículo 144 el juez podrá, previa información sumaria, disponer la internación de quienes se encuentran afectados de enfermedades mentales, aunque no justifiquen la declaración de demencia, alcoholistas crónicos y toxicómanos, que requieran asistencia en establecimientos adecuados, debiendo designar un defensor especial para asegurar que la internación no se prolongue más de lo indispensable y aún evitarla, si pueden prestarle debida asistencia las personas obligadas a la prestación de alimentos"(se aclara que el art. 482 
fue modificado por la ley 26.657  B.O. del 03/12/2010). 

Destaco, en este punto, además, que el mencionado examen psiquiá-trico practicado al actor, al día siguiente de su detención, no ha sido cuestionado; más allá de las conclusiones categóricas que emanan del mismo, el actor se ha limitado a decir, en sede civil, la falta de suscripción del mismo por dos peritos, lo que, de todas formas, estimo innecesario; esa exigencia, aparece requerida por el art. 143 
y concs.del Código Civil para la declaración de demencia al mentar al "examen de facultativos", utilizando el "plural". 

En la situación aquí analizada, se trataba de verificar simplemente si el estado del Sr. F. justificaba o no la internación finalmente ordenada con intervención del Fiscal Correccional en turno en la causa penal. 

d) Que el recurrente sostiene la errónea aplicación del art. 316 del C.P.P. de Mendoza (Ley N° 1.908); en este sentido, en comentario al art. 299 del nuevo Código Procesal Penal (Ley N° 6.730 
), semejante al art. 316 del Código Procesal Penal (Ley N° 1.908), Sosa Arditi afirma que en el marco de las medidas coercitivas que pueden adoptarse procesalmente se encuentra la regulada en este dispositivo normativo, que trata con poca precisión la situación de un imputado que al momento de la comisión del hecho, considerado delictivo, padecía una enfermedad que lo hacía inimputable; que en tal caso, previo dictamen de dos peritos, se lo podrá internar en un establecimiento especial en correlación con lo indicado por los arts. 94 y 95; que la regulación de la norma no es clara, en tanto no hace referencia a la situación del imputado al momento de tomarse la medida, que sólo tiene apoyo en el estado especial en que se comete el delito; interpreta que no es posible que la situación de alienación o inconsciencia con que se lleva a cabo el hecho fuese transitoria y que en la actualidad procesal en que se dispone la medida haya desaparecido, siendo en tal caso la internación, una medida innecesaria.Agrega que no se refiere la norma a que el internado esté en una si-tuación de riesgo para sí mismo o para terceros en el marco de la enfermedad que lo afecta, entendiéndose que este es un punto indispensable para justificar la internación; de todas formas, la adopción de este tipo de medidas debe ser prudente, apoyándose en estrictas consideraciones de necesidad procesal y de tutela.  

Como toda medida de coerción esta internación es transitoria y por sus características particulares, lo es aún más, haciendo incluso su propio nombre "internación provisional", referencia a esta temporalidad. (SOSA ARDITI, Enrique, "Código Procesal penal de Mendoza. Comentado, anotado y concordado", Mendoza, Ediciones Jurídicas Cuyo, 2.009, Tomo I, pág. 579/580). 

Ahora bien, con referencia al caso, el apelante postula la aplicación errónea del art. 316 del C.P.P. Ley N° 1.908, estimándose que resulta improce-dente la argumentación desarrollada en torno a este aspecto, pues no se trataba, en principio, de una situación de inimputabilidad que justificara la internación - aunque esa situación debía ser evaluada por los profesionales del Cuerpo Médico Forense -, sino, más bien, una medida de protección o de tutela de la integridad del propio imputado y de la familia. 

e) Por otro lado, se agravia el apelante de la falta de intervención del juez competente; le asiste razón a Fiscalía de Estado cuando indica al contestar el traslado de la expresión de agravios que la responsabilidad del Estado por el error judicial (al ser ordenada la medida por un fiscal y no un juez) no surge expresamente en la demanda arriba reseñada en sus aspectos centrales.De todas formas, no entraré en la disquisición que propone el apelante de que al haber mencionado las irregularidades cometidas por "funcionarios públicos, policías, etc.", comprendiendo en ello a los fiscales, jueces, etc., y analizaré el agravio, aclarando que lo que debo juzgar, en este recurso, es si fue regular o no el procedimiento judicial por el que se dispuso la internación del Sr. F. el día 02/08/2.002, y que se prolongara hasta el día 05/08/2.002. 

Tal como surge del acta de procedimiento, el oficial de Policía intervi-niente se comunicó con la Fiscal Correccional en turno, quien dio la orden de detenerlo, atento el estado en que se encontraba el Sr. F., y que se le practicara un estudio psiquiátrico por intermedio del Cuerpo Médico Forense a la brevedad; de ello, se dejó constancia escrita en el acta mencionada. 

En autos, la orden de detención e internación fue dada por un Fiscal Correccional y no por un Juez; apunto que el art. 62 
del Código Procesal Penal de Mendoza, Ley N° 1.908 dispone que "el Ministerio público promoverá y ejercitará la acción penal en la forma establecida por la ley, dirigirá la policial judicial y practicará la información sumaria previa a la citación directa"; por su parte, el art. 66 establece que "en el ejercicio de sus funciones, el Ministerio Público dispondrá de los poderes acordados al juez por el artículo 117". 

En el Título IV se regula la situación del imputado; en el art.288 se prescribe que en cuanto a la orden de detención "salvo lo dispuesto en el artículo anterior, el juez librará orden de detención para que el imputado comparezca a su presencia, siempre que haya fundamento para recibirle indagatoria", que "la orden será escrita, contendrá las condiciones personales del imputado o los datos que sirvan para identificarlo y el hecho que se le atribuye, y será notificada en el momento de ejecutarse o inmediatamente después", haciendo la salvedad que "en caso de suma urgencia, sin embargo, el juez podrá impartir la orden verbalmente, haciéndolo constar". 

En el caso analizado, la actuación de la Fiscal Correccional interviniente, en el marco del proceso penal iniciado con la denuncia de fojas 1 del expediente penal, ha sido legítimamente desplegada, en función de las disposiciones precedentemente citadas; por lo demás, en pleno ejercicio de sus facultades conferidas por la normativa procesal penal, a fojas 40/51 obra el dictamen pertinente de fecha 23=3/2.003, en que, efectuada la calificación de los hechos (lesiones leves calificadas y amenazas en concurso real, art. 89 
, 92 
, 149 bis 
y 55(re:leg1311.55) del Código Penal), solicita al Juez Correccional la citación a juicio de la causa, conforme al art. 383 
del C.P.C.; por ende, queda descartada, en virtud de lo expuesto anteriormente, una irregular actuación policial: en definitiva, los policías actuaron obedeciendo órdenes de quien tenía competencia para disponer las medidas cumplidas en el procedimiento penal.  

Destaco, por último, que la eventual duración del procedimiento penal, y la demora en solicitar la citación a juicio, conforme a la constatación de fechas reseñada, no provoca al imputado perjuicio alguno, toda vez que, cualquier irregularidad posterior al alta ordenada en fecha 05/08/2.002, resulta, en definitiva, irrelevante en orden al análisis de la pretensión resarcitoria aquí deducida.f) Además, es necesario decir que la internación fue legítimamente dispuesta, atendiendo al particular estado en que se encontraba el actor, y sólo permaneció en aquella situación restrictiva de su libertad, 4 días (sin contar el día de la detención hasta tanto se practicara el examen psiquiátrico), el eventual consentimiento que prestó el actor al tratamiento implementado en la emergencia (que se acredita con la asistencia a control médico el día 12/08/2.002) y atendiendo al precedente citado de la Corte Federal y la Cámara que se pronunciara en el mismo, y los principios de interpretación que de allí surgen, la demanda de fojas 64/65 fue correctamente rechazada en la sentencia apelada. (Corte Suprema de Justicia de la Nación, 01/09/2009, "S. de B., M. del C. c. Ministerio de Justicia - Poder Judicial - Estado Nacional", RCyS 2009-X, 120 - RCyS 2009-XI, 41, con nota de Alejandro Dalmacio Andrada; DFyP 2009 (noviembre) , 267, con nota de Magdalena B. Giavarino; DFyP 2009 (diciembre), 285,con nota de María Isabel Benavente). 

IX.- En consecuencia, corresponde rechazar el recurso de apelación interpuesto a fojas 382, debiendo confirmarse, en todas sus partes, la sentencia de fojas 369/376. 

ASÍ VOTO. 

Sobre la primera cuestión, las Dras. MARÍA SILVINA ÁBALOS y MIRTA SAR SAR DE PANI adhieren por sus fundamentos al voto que antecede. 

SOBRE LA SEGÚNDA CUESTIÓN, EL SR. JUEZ DE CÁMARA, DR. CLAUDIO F. LEIVA DIJO: 

Las costas deben imponerse a la parte actora recurrente vencida (Arts. 35 y 36 
del C.P.C.). 

ASÍ VOTO. 

Sobre la segunda cuestión,  las Dras. MARÍA SILVINA ÁBALOS y MIRTA SAR SAR DE PANI adhieren al voto precedente. 

Con lo que se dio por concluido el presente acuerdo dictándose sentencia, la que en su parte resolutiva dice así: 

SENTENCIA: 

Mendoza, 8 de agosto de 2.011. 

Y VISTOS: Por lo que resulta del acuerdo precedente, el Tribunal 

RESUELVE: 

I.- Rechazar el recurso de apelación interpuesto a fojas 382, y en consecuencia, confirmar, en todas sus partes, la sentencia de fojas 369/376. 

II.- Imponer las costas de alzada a la parte recurrente vencida. (Arts. 35 y 36 del C.P.C.). 

III.- Regular los honorarios profesionales de los Dres. ELISEO JOA-QUÍN VIDART en la suma de PESOS .($ .), ALEJANDRO CUERVO en la suma de PESOS .($ .), MARIO DANTE ARANITI en la suma de PESOS . ($.), HÉCTOR EDUARDO MADEO en la suma de PESOS . ($ .) y EDUARDO N. ANNIBALDI en la suma de PESOS . ($ .). (Arts. 2, 3, 4, 13,15, 31 y concs. de la ley 3.641). 

CÓPIESE, REGÍSTRESE, NOTIFÍQUESE Y BAJEN. 

CLAUDIO F. LEIVA. Juez de Cámara.    

MARIA SILVINA ÁBALOS. Juez de Cámara.   

MIRTA SAR SAR. Juez de Cámara. 

ANDREA LLANOS. Secretaria. 


